
Resumen Ejecutivo 

El Proyecto de “Ley del Sistema de Contrataciones Estatales” tiene por objeto regular el 

procedimiento administrativo general del Sistema de Administración de Bienes y Servicios y, en 

específico, todas las contrataciones estatales de bienes y servicios, así como determinar las 

facultades, atribuciones y competencias de las autoridades y entidades intervinientes en todo el 

proceso de contratación estatal, de conformidad a lo establecido en la Ley N° 1178 de 

Administración y Control Gubernamental.  

El presente proyecto de ley pretende transparentar el  acceso a la información sobre procesos de 

contratación con el Estado a la ciudadanía en general; que se justifique la necesidad de la 

contratación, previo análisis de la demanda y del impacto de la contratación; garantizar el acceso a 

la información a través de documentos públicos y  ejecutar de esa manera un proceso de 

contratación lo más publico posible y, fundamentalmente, reducir al mínimo las contrataciones 

directas, para evitar la discrecionalidad y la arbitrariedad en los procesos administrativos. 

El proyecto presentado está compuesto por 63 artículos distribuidos en VIII Títulos, los cuales 

regulan los diferentes aspectos de los procesos de contratación estatal.  El Título I determina 

aspectos generales a ser regulados por la norma, y que son de aplicación común a todos los 

Títulos, Capítulos, Secciones y Artículos de esta. Asimismo, Titulo II Define Las autoridades del 

Proceso de contratación así como sus responsabilidades dentro de este.  

Por su parte, el Título III esta íntegramente relacionado con las Garantías que deben ser 

presentadas en los procesos de contratación. Al respecto de éste punto, a diferencia del DS. 0181, 

nuestra propuesta determina solo dos tipos de garantía. La de seriedad de propuesta y la de 

correcto cumplimiento de contrato, asegurando los intereses del estado antes de la firma del 

contrato y durante la ejecución de este. En este sentido, se busca eliminar la confusión que genera 

el sobredimensionado tipo de garantías que se establecen en el DS. 0181.    

El Título IV hace referencia a las Modalidades de Contratación estableciendo 5 tipos de 

modalidades de contratación, que no están diferenciadas por el objeto de la compra, sino por el 

precio de esta, de esta forma se evitará exceder gastos en contrataciones que ahora se enfocan en 

el objeto del bien y no en su costo. También se hace notar que separamos los contratos cuyo 

objeto este referido en la adquisición de bienes de aquellos cuyo objeto sea la contratación de 

personal.   

Asimismo, se establecen tres tipos de modalidades de contratación, cuya drasticidad en el 

procedimiento de contratación variara según el monto o precio del contrato, no obstante, todas 

las modalidades de contratación deberán establecer medidas de seguridad administrativa. El 

Procedimiento de emergencia o necesidad publica, será aplicado en casos de desastres naturales o 

convulsión social, en los que se necesite realizar contrataciones de manera rápida y sin dilaciones. 

La aplicación de este procedimiento de contratación es excepcional y deberá ser autorizado por el 

Ente Legislativo respectivo.   



Por otro lado, se crea la modalidad de contratación por Servicios Técnicos Profesionales o 

Asistencia Administrativa, diferenciado de esta manera los contratos de bienes y servicios de 

aquellos que contraten el trabajo de personas individuales, a efecto de no someter la contratación 

de personal al mismo procedimiento que para la compra de un bien, lo cual en la práctica ha 

demostrado ser muy perjudicial para el trabajador y la misma institución. 

En la misma línea, el Título V aborda con especificidad los procedimientos y condiciones de las 

modalidades de contratación por servicios técnicos, profesionales o asistencia administrativa, 

partiendo del hecho de que cada una de las modalidades de contratación deberá contar con un 

procedimiento específico según el tipo de contrato que se realice. Por su parte, el Título VI 

desarrolla ampliamente el contrato administrativo, tocando temas como su suscripción, 

elaboración, modelos (según el tipo de contratación), documentos integrantes, etc. 

El Título VII incorpora un Régimen Autonómico en el sistema de contrataciones estatales lo cual 

supondría uno de los más grandes avances que sobre esta materia se haría en la legislación, 

situación que por otro lado es imperante. Esta incorporación genera mecanismos por los cuales las 

entidades autónomas podrán administrar de manera efectiva sus recursos, modernizara el sistema 

de contrataciones bolivianos y hará efectiva la autonomía en Bolivia. 

Finalmente, el Título VIII dispone la constitución de la “la Autoridad Técnica de Control 

Administrativo Autonómico”, a efecto de crear una institución que en primera instancia sea la 

encargada de fiscalizar los procesos de contratación realizados en los Gobiernos Autonómicos, sin 

perjuicio de las auditorias que ejecute la Contraloría General del Estado. La idea es establecer un 

doble control de los procesos de contratación estatal. 

 


